INTERVENCION
José Marta ABascaL ZaMORA

La lectura de mi ponencia y de Ia relacién que de la misma hizo el kcen-
ciado Guillermo Lépez Romero, agotaron el tiempo destinado a esa sesién,
Por lo que se pospuso la discusién para después de la sesién que se ocupd
de las obligaciones v contratos mercantiles. Ello ocasiond que el piblico,
en el momento de la discusién ya no era el mismo, careciera de interés
y las dos sesiones se habian prolongado demasiado: por esas razones no
‘pude referirme a los comentarios que hizo el relator a mi ponencia.

Con la intencién de enriquecer la publicacién que se tiene proyectado
hacer, bien como discusidn, bien como apéndice a la sesién de los titulos-
valor, me agradaria se incluyeran estos comentarios; de los cuales paso ce-
pia, también, al relator, con la idea de que él también tenga la oportunidad
de considerarlos (con lo cual hago uso de cuatro cuartillas que no utilicé
en mi ponencia).

Lo primero que deseo, es agradecer al relator el trabajo que se tomé
de estudiar mi ponencia. Lo felicito por sus comentarios que, sin compartir
todos ellos, me han hecho reflexionar sobre mis propuestas y tomar nota de
la necesidad de aclarar algunas de ellas,

Definitivamente no estoy de acuerdo en la conveniencia de mantener
un concepto general de titulos de crédito.

La practica de definir términos en ordenamientos anglosajones, que
también es frecuente en sus contratos y que recogen proyectos como los
formulados por la CNUDMI, tiene por finalidad precisar el sentido con
que se ‘emplearin los términos definidos, en el documento mismo que con-
tiene su definicién, y asi evitar, en lo posible, ambigiiedades. Es frecuente
una férmula similar a Ja siguiente: “a menos que del contexto se requiera
de otra forma, en esta ley, o en este contrato, los siguientes términos ten-
drin el significado que aqui se precisa...”; y, a continuacién, se establece
una lista, generalmente larga vy muy minuciosa, de términos, Pere, insisto,
s6lo se trata de precisiones terminolégicas, Incluso el Uniform Commercial
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Code no define, por ejemplo, el commercial paper: sblo describe sus re-
quisitos o forma. El derecho anglosajén no tiene un concepto de titulo-
valor. Tampoco una regulacién unitaria: ya expresé en mi ponencia que
se trata de un sistema antiunitario.

El respeto que recomendé a la tradicién no debe invocarse como alegato
por la inmutabilidad dogmaética de las instituciones. Me referi a aquella
experiencia que ha demostrado ser buena y que continta siéndolo. No a
la que ya no cumple su funcién; o ha sido desacertada. La férmula de Vi-
vante tuvo su época: me atrevo a afirmar que el propio Vivante no la sus-
cribiria en 1984.

Por otro lado, no debe olvidarse que la definicién vivanteana ha sido
duramente atacada, por la doctrina italiana (si se me pide podria citarla;
aunque es tan conocida que lo estimo innecesario en una nota de esta na-
turaleza).

No creo que la eliminacién del concepto general en la ley sea un aten-
tado a la seguridad juridica. Por el contrario, me inclino a pensar que este
atentado lo constituye una definicién que no se ajusta a la realidad legis-
lada.

. La férmula, que propuse con reservas, del articulo 1992 del Codigo civil
italiano, sélo serla vinculante como regla supletoria de atribucién de efec-
tos a los titulos de crédito; no de concepto. Ya al referirme a los valores
que se negocian publicamente, sugeri que, de modo expreso, se recogiera
por el legislador la eliminacién de] documento y de ciertas reglas cambiarias
de circulacién; para ser sustituidas por las del INDEVAL.

Para obtener el concepto de titulovalor no basta la referencia al articu-
io 5°. Hay que ocurrir también al 6%, que interpretado a contrarie incluye
en el titulovalor la nota de su creacién para ser documento circulatorio.

La afirmacién anterior la hago tanto en relacién con el concepto ge-
neral de titulovalor, como con el problema de los titulos innominados.

No es necesario un concepto legal de titulovalor para conocer si un do-
cumento es innominado. Tampoco basta la interpretacion de los diversos ar-
ticulos de la Ley General de Titulos y Operaciones de Crédito para conocer
cuéles serin sus requisitos minimos. Aceptar lo anterior, es recurrir a re-
quisitos de cardcter normativo, formales. Se debe dar atencién preferente
al cardcter de estos documentos como instrumentos de circulacion y a la
especifica funcién econémica que cada titulo, o grupo de titulos, esté des-
tinado a cumplir. Recurrir a criterios formales es frenar la fuerza creativa
de los usos.
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El articulo 55 del Codigo de Procedimientos Civiles no seria obstaculo,
en una reforma, a la renuncia de acciones que, segiin propuse, pudiera ha-
cer el suscriptor de un titulo: ameén de ser un precepto de naturaleza civil,
la reforma permitiria la renuncia; haciendo inaplicables en el caso de los
titulos en cuestién, preceptos como el 55 comentado.

Tampoco es impedimento el articulo 14 constitucional: al 8¢ de la Ley
General de Titulos y Operaciones de Crédito y otros similares (1403 del
Cédigo de Comercio, 494 del Cddigo de Procedimientos Civiles para el
desahucio, etcétera) son prueba de que la limitacién de excepciones no vio-
la el precepto constitucional.

No debe olvidarse que propuse un catdlogo de excepciones irrenuncia-
bles. Debo aclarar que la idea no es mia; tampoco es moderna: me la su-
girié el estudio de la evolucién de la letra de cambio, en Cassandro (Vicende
storiche de la lettera di cambio) donde este autor menciona la practica, y
transcribe documentos medievales, de que el deudor renunciara a ciertas
excepciones. En esta prictica estd el origen de la autonomia cambiaria.

El juicic ejecutivo con sentencia de caricter provisional ha existido en
Meéxico, y por lo menos tengo noticia de que en el sistema italiano y espafiol.

El doctor José Luis Soberanes y Fernandez en su Historia del juicio eje-
cutivo civil, se ocupa de la evolucién del problema en México. Sefiala c6mo
en materia civil, hasta la reforma de 1973 al articulo 461 del Cédigo de
procedimientos civiles, se contemplaba la posibilidad sugerida en mi po-
nencia. Por cierto, sefiala la injusticia del articulo 461, porque sélo conce-
dia el recurso al juicio ordinario al actor, si ésta era vencido en juicio eje-
cutivo.

Un reparo tengo respecto del sisterna que propongo: probablemente fue-
se desacertado introducir un sistema que, si bien existié en México, en la
actualidad es desconocido por nuestra practica profesional.

Mantengo mi propuesta de que la mencién, expresa, a la criminabilidad
del cheque sin fondos debe desaparecer.

Igualmente, la norma que establece un minimo de dafios y perjuicios
(la indemmizacién del 209%) para el cheque sin fondos, va no cumple su
funcién. La circunstancia de que esa indemnizacién sea la minima pone
varios problemas.

En primer lugar, es sabido que en nuestro sistema es extremadamente
dificil establecer, y probar, los dafios y perjuicios ocasionados por hechos
ilicitos, Lo normal es que las condenas sean muy inferiores al dafio resen-
tido en la realidad.
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Por otro lado, existe un problema procesal: Mantilla Molina expone las
razones, en mi opinidn fundadas, por las cuales no se puede ocurrir a juicio
ejecutivo mercantil cuando se reclama una indemmizacién superior al mi-
nimo del 20%.

Paradéjicamente, en una conferencia que tuve oportunidad de dar en
la Universidad de Querétaro, se me pregunt$ acerca de una prictica que pa-
rece ser observan en aquella cindad por abogados poco escrupulosos, que
demandan como indemnizacién cantidades exorbitantes y notoriamente su-
periores al 209, basados en la frecuencia con que el deudor, en esta clase
de juicios, se abstiene de defenderse y el juicio se lleva en rebeldia.



